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“C.R, A. L. de la P. c/ H., L. A. y otro s/ Daños y perjuicios” 

                Expte. n.° 77.986/2021

            Juzgado Civil n.° 41

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a los

días del mes de septiembre del año dos mil veinticuatro, en acuerdo la Sra.

Jueza  y  los  Sres.  Jueces  de  la  Sala  “E”  de  la  Excma.  Cámara  Nacional  de

Apelaciones en lo Civil, para conocer en los recursos de apelación interpuestos en

los autos caratulados: “C. R.,  A.  L. de la P.  c/  H.,  L.  A.  y otro s/  Daños y

perjuicios”, respecto de la sentencia de fecha 7 de marzo de 2024, el Tribunal

estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿SE AJUSTA A DERECHO LA SENTENCIA APELADA?

Practicado el  sorteo,  resultó  que la votación debía  efectuarse  en el

siguiente  orden:  Sra.  Jueza  de  Cámara  y  Sres.  Jueces de  Cámara MARISA

SANDRA SORINI- RICARDO LI ROSI- JOSÉ BENITO FAJRE-. 

La Sra. Jueza de Cámara, Dra. Marisa Sandra Sorini, dijo:

I. La sentencia de fecha 7 de marzo de 2024 hizo lugar parcialmente a

la demanda promovida y, en consecuencia, condenó a L. A. H. y N. H. Z., a apagar

a A. L. de la P. C. R. la suma de $750.000, más intereses y costas. 

Contra dicho pronunciamiento, con fecha 11 de marzo de 2024 se alzó

la  parte  actora y el  14 de marzo de 2024 lo hicieron los codemandados.   Las

respectivas expresiones de agravios fueron presentadas con fecha  23 de abril de

2024 (demandante) y 26 de abril de 2024 (accionados).  

Corridos  los  traslados  de  ley,  con  fecha  30  de  abril  de  2024 la

accionante contestó las críticas esbozadas por la parte demandada.

II.  Estimo oportuno efectuar en primer término una breve síntesis de

los hechos que motivaron este proceso.
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No se encuentra discutido en autos que los codemandados vendieron a

la  parte  actora,  un  cachorro  de  la  raza  Pastor  Ovejero  Alemán,  el  que  le  fue

entregado a la demandante con fecha 14 de febrero de 2021, por la suma total de

$45.000.  Tampoco se  controvierte  en  esta  instancia  que  el  animal  presenta  un

diagnóstico de criptorquidia unilateral. 

La  parte  actora,  en  su  escrito  inaugural,  demandó por  los  daños  y

perjuicios que dice haberle ocasionado los vicios ocultos que presentó el  perro

adquirido.  En  ese  sentido,  relató  que  decidió  adquirir  un  cachorro  de  Pastor

Ovejero Alemán con el objeto de que cada uno de sus hijos tuviera una mascota y,

a futuro, unirlos con la finalidad de cría y reproducción ya que, pensaba adquirir

una perra de igual raza pero hembra para su hija. Es así que, como dijera, compró

el cachorro a los aquí accionados que le fue entregado el día 14 de febrero de 2021

con toda la documentación y la libreta sanitaria correspondiente. Agregó que, el 8

de marzo de 2021 se  formalizó  la  venta  del  perro  a  través  de  los  formularios

otorgados  por  el  Club  de  Pastor  Ovejero  Alemán  (POA).  Explicó  que  aquel

organismo es el encargado de todo lo relacionado con la cría de pura raza del

Pastor  Alemán  como las  transferencias  de  ejemplares,  nacimientos,  control  de

criaderos y demás circunstancias vinculadas con la crianza. Expuso que con fecha

9 de abril de 2021, en ocasión de llevar al animal de nombre “M.” a una consulta

veterinaria, el profesional advirtió que el can padecía “Criptorquidia”, es decir, que

poseía uno solo de los testículos en su escroto.  

Al  contestar  la  demanda  entablada  en  su  contra,  los  accionados

reconocieron la compraventa del can, haberlo entregado en la fecha mencionada

junto con toda la  documentación y  la  libreta  sanitaria  correspondiente  y haber

formalizado la venta con la suscripción de los formularios correspondientes ante el

POA. Sin embargo, los codemandados aseguraron que la actora no demostró la

intención de reproducción del perro a futuro sino que adquirió el ejemplar como

mascota. Resaltaron que  la dificultad que tiene el ejemplar no lo hace impropio

para su destino y que la accionante lo recibió de plena conformidad, con la entrega

de toda documentación que acredita el cambio de titularidad, certificada por POA.

Concluyeron que el animal le fue entregado a la compradora en perfecto estado de
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salud,  pasados  los  cuarenta  y  cinco  días  desde  su  nacimiento,  con  la  libreta

sanitaria correspondiente, como ella misma lo reconoció, y sin ningún vicio oculto,

por cuanto en clínica veterinaria se aguarda hasta los seis meses del animal para

dar el diagnóstico correcto acerca de una posible afección testicular o no.

Se advierte entonces que las partes discrepan en cuanto a la atribución

de responsabilidad que se deriva del hecho. 

El sentenciante de grado enmarcó normativamente el caso dentro de la

órbita de una relación de consumo, para lo cual refirió a la Ley de Defensa del

Consumidor  y  a  los  artículos  correspondientes  del  código de  fondo.  Luego de

analizar  las  pruebas  aportadas  en  las  actuaciones,  el  a  quo  resolvió  “Por  esa

razón,  entiendo  que  se  encuentran  configurados  los  presupuestos  de

responsabilidad  que  haces  admisible  la  acción,  conforme  el  marco  normativo

aplicable la legislación de consumo aplicable al caso, en tanto, los demandados

que, como ellos mismos lo reconocen, se dedican como actividad comercial a la

cría y venta de perros de la raza adquirida por la actora, han vendido un ejemplar

que padecía una enfermedad presumiblemente hereditaria, que lo hace impropio a

los  efectos  reproductivos  o  al  menos,  disminuye  su  eficacia.  Y por  esa  razón,

deberán responder por los daños que se hubieren probado, que guarden relación

con esa condición”.

En  esta  Alzada  los  emplazados  se  agravian  de  la  atribución  de

responsabilidad endilgada en la sentencia de grado, de la procedencia y cuantía de

ciertos montos otorgados en concepto de indemnización, de la fecha de cómputo

para los intereses y de la imposición de costas. Por su parte, la actora circunscribe

sus quejas al monto concedido por privación de uso y pérdida de chance, y a la

fecha desde la cuál deben comenzar a computarse los intereses.  

III. Huelga recordar que en el proceso formativo de su convicción, el

juzgador sólo excepcionalmente puede lograr una certeza absoluta sobre la forma

en que sucedieron los hechos,  pero ha de bastar  para fundar su decisión haber

alcanzado una certeza o convicción  moral, entendiendo por ésta, el grado sumo de

probabilidad acerca de la verdad, tras el examen de la  prueba aportada por los

litigantes; dicho estudio no puede efectuarse fuera del marco que emana de la sana
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crítica (art.386 del Código Procesal), que no se encuentra encerrada con límites de

carácter abstracto sino que –por el contrario– es la consecuencia ineludible de un

razonamiento integrado por reglas lógicas y máximas de experiencia (principios

extraídos de la observación del comportamiento humano común y científicamente

verificables), en el cual se relacionan los hechos alegados con la totalidad de las

pruebas rendidas en el transcurso del litigio y que justifiquen  verosímilmente el

derecho invocado (conf. CNCiv., Sala  L, "Ruiz Roberto c/Azcona Rubén s/Ds. y

Ps."  expte.183.966/87; del 5/5/99). 

IV. Pongo de resalto que, conforme lo dispone el art. 386 del Código

Procesal, los jueces no están obligados a hacerse cargo de todos y cada uno de los

argumentos expuestos por las partes, ni a analizar las pruebas producidas en su

totalidad, sino que pueden centrar su atención únicamente en aquellos que sean

conducentes para la correcta decisión de la cuestión planteada.  

V.  Ante todo, cabe recordar que en virtud de la regla “iure novit

curia”  corresponde al juzgador aplicar el derecho que habrá de regir la relación

jurídica sustancial  independientemente de aquella invocada o consentida por las

partes.- Se trata no sólo de una facultad sino del deber de discurrir los conflictos

litigiosos  y  dirimirlos  según  el  derecho  vigente,  calificando  autónomamente  la

realidad  de  hecho  y  subsumiéndola  en  las  normas  jurídicas  que  la  rigen,  con

prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes, facultad que deriva de

los principios esenciales que organizan la función jurisdiccional de la justicia (v.

Sala H en “A, M. O. c/ A, M. D. s/Daños y perjuicios”, expte nº 32063/2014, del

06/07/2023).

Los  primeros  tres  artículos  de  la  ley  24.240,  reformada por  la  ley

26.361, sientan el ámbito de aplicación del estatuto del consumidor. Comienzan

definiendo al consumidor, luego al proveedor de bienes y servicios para terminar

con la relación de consumo. 

Sentado ello, se recuerda que el primer artículo de la ley establece en

su  primera  parte  que  “…  la  presente  ley  tiene  por  objeto  la  defensa  del

consumidor o usuario, entendiéndose por tal a toda persona física o jurídica que

Fecha de firma: 11/09/2024
Alta en sistema: 12/09/2024
Firmado por: MARISA SORINI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: JOSE BENITO FAJRE, JUEZ DE CAMARA 



#35891641#426611201#20240911133550832

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CIVIL - SALA E

adquiere  o  utiliza  bienes  o  servicios  en  forma  gratuita  u  onerosa  como

destinatario final…”.-

Explica Santarelli que el “consumo final”, alude a una transacción que

se da fuera del marco de la actividad profesional de la persona, ya que no va a

involucrar el bien o servicio adquirido en otra actividad con fines de lucro, o en

otro proceso productivo (cfr. Santarelli, Fulvio G.; en Picasso, Sebastián; Vazquez

Ferreyra, Roberto A.; Ley de Defensa del Consumidor comentada y anotada, t. I, p.

30, Buenos Aires, La Ley, 2009).-

Así  las  cosas,  la  propia  parte  actora  en  su  demanda  aduce  que  la

finalidad de la operación realizada era “que cada uno de mis hijos tuviera su propia

mascota y, a futuro, unirlos con la finalidad de cría y reproducción”. 

En consecuencia, ante la posibilidad de involucrar al can adquirido en

una actividad con fines de lucro o en otro proceso productivo –aun cuando ello se

encuentre en cierto punto controvertido por los demandados- ,  se colige que la

contratación  tenía  un  propósito  distinto  al  “destino  final”,  en  el  sentido  antes

reseñado, por lo que debe excluirse el hecho de autos del ámbito de aplicación de

la citada normativa.

En cambio, el Código Civil y Comercial de la Nación, en sus arts.

1033/1043 refiere a las disposiciones generales de la obligación de saneamiento y

luego, los arts. 1051/1058 regulan la responsabilidad por vicios ocultos -eje central

del reclamo de la demandante-. 

La garantía de vicios redhibitorios se encuentra comprendida dentro

del género de la obligación de saneamiento, comprensiva también de la garantía de

evicción.  Explica  la  doctrina  que  para  su  configuración,  deben  reunirse  las

siguientes condiciones: a) debe tratarse de un vicio en la cosa en sí misma y en su

materialidad; b) debe existir al tiempo del negocio; c) la transmisión debe ser a

título oneroso; d) el vicio debe ser oculto; e) debe ser grave; f) debe ser ignorado

por el adquirente; y g) no debe haber pacto expreso de no responsabilidad por

vicios redhibitorios (cfr. Cifuentes, Santos; en Belluscio, Augusto [dir.]; Zannoni,

Eduardo [coord.];  Código Civil  y leyes complementarias comentado, anotado y

concordado, t. 9, p. 773, Buenos Aires, Astrea, 2004).
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El art. 1051 del CCCN estipula que la responsabilidad por defectos

ocultos, se extiende a los vicios redhibitorios,  “considerándose tales los defectos

que  hacen  a  la  cosa  impropia  para  su  destino  por  razones  estructurales  o

funcionales, o disminuyen su utilidad a tal extremo que, de haberlos conocido, el

adquirente  no  la  habría  adquirido,  o  su  contraprestación  hubiese  sido

significativamente menor”.

La noción de vicio redhibitorio adoptada, al igual que sucedía en el

código  derogado,  pone  énfasis  en  la  entidad  del  defecto  para  comprometer  el

destino o la utilidad del bien; aunque en la nueva redacción legal se contempla

ahora  de  modo  expreso  que  la  afectación  del  destino  pueda  deberse  a  causas

estructurales o funcionales, lo cual otorga mayor precisión a la hora de determinar

el surgimiento de la responsabilidad en estudio (Ver Carlos A. Hernández y Sandra

A.  Frustagli  en  Lorenzetti,  Ricardo  L.:  “Ob.  cit,”,  t.  VI,  p.  102;  Sala  “I”  en

“Panificados  del  Centro  SA c/  Cencosud  S.A.  s/Daños  y  perjuicios”,  expte  n°

31086/2016, del 20/10/2022).

Respecto a la responsabilidad por saneamiento, el artículo 1039 del

CCCN establece que “El acreedor de la obligación de saneamiento tiene derecho

a optar entre: a) reclamar el saneamiento del título o la subsanación de los vicios;

 b)  reclamar un bien equivalente,  si  es  fungible;  c)  declarar la resolución del

contrato, excepto en los casos previstos por los artículos 1050 y 1057”.

A su vez, el acreedor de la obligación de saneamiento cuenta también

con otra posibilidad y así lo prescribe el art. 1040 del mismo ordenamiento: “tiene

derecho a la reparación de los daños en los casos previstos en el artículo 1039,

excepto: a) si el adquirente conoció, o pudo conocer el peligro de la evicción o la

existencia de vicios; b) si el enajenante no conoció, ni pudo conocer el peligro de

la evicción o la existencia de vicios; c) si la transmisión fue hecha a riesgo del

adquirente; d) si la adquisición resulta de una subasta judicial o administrativa.

La exención de responsabilidad por daños prevista en los incisos a) y b) no puede

invocarse por el enajenante que actúa profesionalmente en la actividad a la que

corresponde la  enajenación,  a menos que el  adquirente  también se  desempeñe

profesionalmente en esa actividad”.
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Entonces, si el defecto carece de la gravedad necesaria para resolver el

contrato, pueden ocurrir dos cosas: o el defecto es subsanable y se subsana, o no lo

es, en cuyo caso siempre procedería la resolución parcial si la cosa fuese divisible.

Si no lo fuese, no parece haber otro remedio que soportar el contrato con acción

por el resarcimiento de daños (v. Jorge H. Alterini en “Código Civil y Comercial

Comentado.  Tratado Exegético”,  3era Ed.  actualizada y aumentada,  T.  V,  pág.

656).  

Así  las cosas,  en el  caso,  subsistió la compraventa del animal y la

actora optó por reclamar los daños y perjuicios que entiende le fueron ocasionados

por el vicio que presentó el cachorro adquirido. 

Lógicamente,  la  aplicación de estas  normas guarda relación con lo

regulado en el Código Civil y Comercial de la Nación, según el cual los animales

domésticos siguen siendo calificados como “cosas”, más precisamente como cosas

muebles que pueden desplazarse por sí mismas (cfr. art. 227 CCCN). 

Sin perjuicio de lo cual, no soy ajena a que los animales domésticos, a

los que llamamos habitualmente mascotas, están lejos de ser considerados como

"cosas" por sus "dueños", aunque esa sea la calificación que les asigna el Código

Civil y Comercial de la Nación (v. Nelson D. Saralegui en “Estatus Jurídico de los

Animales: Distinciones, Análisis,  Conclusiones y Perspectivas”, La Ley Online,

AR/DOC/1725/2023). 

Siguiendo ese lineamiento, si bien la legislación vigente resulta clara

respecto al carácter de “cosa” que tienen los animales en nuestro sistema, ello no

ha impedido la proliferación de trabajos doctrinales e incluso de fallos que dotan a

los animales con otra naturaleza jurídica distinta. Sin embargo, por atendibles que

puedan  resultar  estas  corrientes,  una  cosa  es  sostener  que  sería  deseable  una

reforma legislativa que consagre en todo o en parte esas ideas y, otra muy distinta,

es ignorar el derecho existente y proponer distintas interpretaciones contrarias a lo

normado  (v.  Picasso,  Sebastián  en  “¿Tienen  los  animales  derechos

personalísimos?”, La Ley Online, AR/DOC/2175/2024). 

VI.- Sobre la base de estas premisas, comenzaré por tratar los agravios

de los accionados respecto a la atribución de responsabilidad.
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Se agravian los recurrentes por cuanto afirman que no existe evidencia

que corrobore que tenían conocimiento –o debían tenerlo- de que el perro padecía

criptorquidia  al  momento  de  la  entrega.  Hacen  hincapié  en  la  manifestación

expresada por la demandante según la cual el perro le fue entregado “con toda la

documentación  y  la  libreta  sanitaria  correspondiente”,  lo  que,  a  su  entender,

significa que el mismo se entregó en óptimas condiciones y con ambos testículos

en su escroto. Exponen que, de acuerdo a lo explicado por el perito veterinario, la

retracción del testículo después de la entrega del cachorro es una posibilidad poco

común  y  no  necesariamente  conocida  por  el  vendedor  ya  que  no  se  halló

bibliografía que describa un caso semejante. Consideran erróneo que, debido a su

actividad comercial habitual y a los tiempos en que se manifiesta la patología en un

perro,  debieron  haber  advertido  el  defecto  y  ponerlo  en  conocimiento  de  la

demandante antes de la adquisición del cachorro. Aseveran los recurrentes que no

ha quedado demostrado que conocían el defecto del perro antes de ser vendido.

Luego,  apuntan  que  el  Magistrado  de  primera  instancia  incurrió  en  una

contradicción dado que, por un lado, infiere que la demandante tenía intención de

destinar el perro a la reproducción y, por el otro, al  tratar el rubro “pérdida de

valor”, lo desestimó debido a que no se acreditó la intención de la accionante de

comercializar al perro. Manifiestan que la decisión de adquirir un perro con pedigrí

puede obedecer  a  distintos  motivos  -como por  ejemplo  simplemente  adquirirlo

como mascota, para exposiciones caninas o para trabajos y deportes caninos- y no

se limita únicamente a la reproducción.

Como ya dijera, las partes no controvierten la compraventa del Pastor

Ovejero Alemán en sí, sino la existencia de los supuestos vicios ocultos que, según

alega la actora, tenía el perro al momento de su entrega a la compradora.  

Dicho ello, veamos entonces si con los medios probatorios producidos

en autos,  corresponde hacer lugar a las quejas de los emplazados respecto a la

atribución  de  responsabilidad  o  si,  por  el  contrario,  corresponde  confirmar  lo

resuelto en la instancia de grado en este aspecto.

El  perito  veterinario  designado  en  autos,  Abel  O.  Arguelles  de

Iriondo,  presentó  el  informe  con  fecha  20/03/2023  y  22/05/2023.  Inspeccionó
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clínicamente al canino y solicitó la realización de un estudio ecográfico del mismo.

Constató  que  el  animal  presenta  “Criptorquídia  unilateral”.  Explicó  que  ello

consiste en el “descenso parcial o incompleto del o los testículos que no llegan a

alojarse en el escroto, lo cual puede ser unilateral o bilateral cuando es uno o los

dos testículos respectivamente y, de acuerdo a su ubicación ectópica, se pueden

clasificar  en  “abdominal”  o  “inguinal”  cuando  el  testículo  permanece  en  la

cavidad abdominal o se queda en el canal inguinal respectivamente. Durante los

primeros estadios de la vida fetal, las gónadas embrionarias están ubicados en la

pared dorsal de la cavidad abdominal, en contacto con la cara ventral del riñón

correspondiente. A medida que se produce el crecimiento, normal y gradualmente

migran desde su posición primigenia hasta llegar al escroto a través del canal

inguinal. Este recorrido comienza a partir de la 2° mitad de la gestación (35-45

días), acelerándose por efecto de los andrógenos secretados a partir del día 54 y,

finalmente, en los primeros días de vida a través del canal inguinal llegarán a la

bolsa escrotal, proceso que terminaría a las 6 u 8 semanas de vida”. Precisó que,

entre los días 10 y 14 los testículos ya se sitúan en el escroto, aunque existe una

marcada variabilidad en cuanto al momento que esto ocurre. Al respecto, destacó

que, si bien hay quienes sostienen que dicho descenso puede extenderse hasta los 6

meses de edad, oportunidad en la que ocurre el cierre de los anillos inguinales, en

la  clínica  diaria  habitualmente  se  diagnostica  cuando  los  testículos  no  son

palpables dentro del escroto hacia las 8 semanas de edad.

Al  ser  preguntado concretamente  respecto  si  los  demandados o  un

experto veterinario, a los 45 días de haber nacido el perro, pueden establecer si

aquel  va  a  tener  o  no  los  dos  testículos,  el  perito  veterinario  contestó:  “En

condiciones normales, dentro de los diez días de vida los testículos se movilizan a

través  del  canal  inguinal  debido  a  la  contracción  del  ligamento  escrotal.

Aproximadamente  entre  los  10  a  15 días,  los  testículos  deberían  estar  en  sus

respectivos escrotos, aunque como se ha mencionado anteriormente, este lapso es

variable por lo que es poco probable establecer con éxito esta predicción.  En

estos casos, cobra mucha importancia tener información de la descendencia de

ambos progenitores para saber si hermanos o medio hermanos lo han padecido”. 
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En relación a las causas de esta anomalía, el experto indicó que son

diversas y pueden intervenir factores no genéticos como el tamaño del testículo en

relación con el canal inguinal. Sin perjuicio de ello, determinó que principalmente

se destaca la predisposición genética, siendo el criptorquidismo indudablemente

hereditario. Añadió que la Criptorquidia puede afectar a perros de cualquier raza,

pero  que  el  Pastor  Alemán,  entre  otros,  puede  tener  mayor  predisposición  a

presentarla.  

Continuando con la explicación del caso, el veterinario expuso que los

testículos que no han descendido no producen espermatozoides pero sí hormonas

sexuales, razón por la cual los animales criptorquídios bilaterales son estériles. En

cambio, el en el caso de un animal criptorquídio unilateral, el testículo escrotal

produce un eyaculado cuyo semen posee un número menor de espermatozoides

que  los  machos  normales,  pero  igualmente  fértil.  Clarificó  entonces  que  los

machos criptorquídios son fértiles y pueden perpetuar el defecto en su progenie.

Agregó  que  los  perros  con  criptorquidia  tienen  mayor  riesgo  de  desarrollar

neoplasias  testiculares  y  torsión  testicular.  Informó  que,  en  estos  casos,  es

aconsejable  la  castración  para  evitar  la  transmisión  a  las  crías  dada  la  alta

heredabilidad que tiene la patología en cuestión y también por la propia salud del

animal  ya  que  tienen  mayor  riesgo  de  desarrollar  las  afecciones  recién

mencionadas. 

Al ser consultado acerca si es posible que el testículo haya descendido

correctamente y luego se haya retraído, el perito respondió que “Mientras el canal

inguinal no esté cerrado existe la remota posibilidad de una retracción testicular.

No se hallaron casos descriptos en la bibliografía consultada”.  Refirió también

que no le consta que ello haya ocurrido en el caso de autos.

Respecto a la cantidad de crías promedio que puede tener un perro de

esta raza a lo largo de su vida, el veterinario señaló que no resulta fácil predecir el

número  ya  que  ello  depende  de  la  calidad  seminal  y,  en  gran  medida,  de  la

fertilidad y habilidad materna.

No pierdo de  vista  que  el  dictamen mencionado fue  objeto  de  los

pedidos de explicaciones formulados por las partes (v. presentaciones incorporadas
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el 23/03/2023 y 31/05/2023). Sin embargo, con fecha 27/03/2023, 01/06/2023 y

09/06/2023, el veterinario Arguelles Iriondo respondió en forma clara y concreta

aquellos cuestionamientos. 

Aclaró que “NO ES IMPOSIBLE que el testículo se retraiga una vez

descendido mientras el canal inguinal permanezca abierto y que, por otro lado, no

se ha hallado bibliografía que describa un caso semejante”.  A su vez, expresó

que, a la revisación clínica del perro, no surgen evidencias que permitan confirmar

que en los primeros meses de vida del cachorro, su testículo haya descendido al

escroto y luego retraído al canal inguinal o abdomen.

Por otro lado, volvió a referirse a la cantidad de crías promedio que

puede tener un perro de esta raza durante su vida. Al respecto, señaló “No obstante

y con la  salvedad que el  semen del  testículo del  criptorquídio unilateral  tiene

menor  calidad  espermática,  lo  que  se  describe  a  continuación  puede  resultar

extrapolable siempre y cuando no padezca algún tumor u otra patología asociada

a sus testículos. Lo habitual es que una hembra de raza pequeña para entre 3 y 5

cachorros, mientras que las razas más grandes pueden parir entre 7 y 9 crías

(rango más probable para la raza)(…)y la cantidad total de crías a lo largo de la

vida útil del canino macho dependerá de la cantidad de montas que realice con

retención del servicio”. Sobre el punto, puso de manifiesto también que existen

diversos factores que pueden alterar la cantidad de crías como la edad, nutrición y

estado de salud, tanto de la hembra como del macho.    

Por último, arguyó que “…diagnosticar mucho antes de los dos meses

de edad informada disminuye la certeza del mismo”.

A fin de la valoración de la presente pericia, en primer término, debe

recordarse que el art. 477 del Código Procesal, dispone: “la fuerza probatoria del

dictamen pericial será estimada por el juez teniendo en cuenta la competencia del

perito, los principios científicos y técnicos en que se funda, la concordancia de su

aplicación con las reglas de la sana crítica, las observaciones formuladas por los

consultores técnicos y los letrados (…) y los demás elementos de convicción que la

causa ofrezca”.
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 En esta línea, se ha dicho que “el valor probatorio de un peritaje se

mide por su apoyo gnoseológico y científico, es decir, por la seriedad, prolijidad, y

exhaustividad del camino seguido por el experto para arribar a sus conclusiones.

Ello implica,  esencialmente,  la existencia  de explicaciones razonables sobre las

afirmaciones finales” (CNCiv, sala H, 30/4/1996, LL, 1997-B, 156).

El valor probatorio de un dictamen dependerá, además de la idoneidad

del experto y de la solidez de sus conclusiones, de los mecanismos utilizados para

llevar a cabo la peritación o pruebas realizadas, de su claridad en la exposición

razonada  del  dictamen,  así  como  de  sus  fundamentos  científicos,  y  que  la

experticia  vale  tanto  como resulta  de  sus  fundamentos  y  de  la  claridad  de  la

exposición, no pudiendo consistir en una mera opinión del experto que prescinde

del necesario sustento científico, el cual no se tiene por sobreentendido sino que

debe exponerse en detalle (cfr. Fajre, José Benito, en Díaz Solimine, Omar L.; La

prueba en el proceso civil, p. 365, Buenos Aires, La Ley, 2013).

Expuesto lo que antecede, considero que resulta fundado el informe

pericial  y  no se  han opuesto  a  sus  conclusiones,  razones  o  argumentos  con la

entidad suficiente que permitan apartarme de éstas, máxime cuando las objeciones

aludidas  no  fueron  suscriptas  por  un  profesional  idóneo  en  la  materia.  En

consecuencia,  le otorgo pleno valor probatorio a la experticia (art.  477, Código

Procesal).

Con  fecha  03/03/2023  luce  incorporada  la  contestación  de  oficio

remitida por el Club Argentino de Criadores del Perro Ovejero Alemán, a través de

la cual informó que el Sr. L. A. H. es el titular del criadero V. L. Nº 8561y que la

cría “M” fue registrada en tiempo y forma. 

Por otra parte, el 13/04/2023 se agregó lo informado por el Kennel

Club  Argentino  en  cuanto  a  que  el  codemandado  H.  no  tiene  criadero  alguno

registrado ante dicha institución. 

Ahora  bien,  en  virtud  de  lo  que  surge  de  las  pruebas  hasta  aquí

reseñadas,  coincido con mi colega de la anterior  instancia  en cuanto a  que los

demandados son responsables por la carencia que presentaba el can que vendieron

a la demandante. 
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Me explico.

Considero que en autos concurren los presupuestos necesarios que dan

lugar a la existencia de un vicio redhibitorio.  

No se discute en este estadío que el perro que adquirió la accionante

presentó  una  anomalía  descripta  como  “Criptorquidia  Unilateral”,  lo  cual

constituye en principio una deficiencia en el perro. 

Como  ya  mencionara,  la  normativa  establece  que  los  vicios

redhibitorios son defectos que hacen a la cosa impropia para su destino por razones

estructurales o funcionales, o disminuyen su utilidad a tal extremo que, de haberlos

conocido, el adquirente no la habría adquirido, o su contraprestación hubiese sido

significativamente menor. 

Resulta lógico que el padecimiento físico que presenta el perro, de

haber sido conocido por la demandante al momento de su compra, podría haber

llevado a aquella a optar –si así lo consideraba- por no adquirirlo o, al  menos,

podría haber sugerido abonar un precio menor. Respecto al destino y utilidad del

perro, el perito fue claro en cuanto a que un animal con esta patología es fértil pero

en menor medida y, al mismo tiempo, no se recomienda la reproducción de perros

con dicha afección a fin de evitar que la misma sea transmitida a sus crías.  

Así las cosas, aun cuando la intención de la compradora de reproducir

en un futuro al animal adquirido pueda no ser del todo clara, a mi modo de ver, a

más de las propias manifestaciones de la accionante, resulta coherente que quien

adquiere un animal doméstico con el fin principal de constituirse en la mascota del

hogar, eventualmente opte por utilizarlo para su reproducción, siendo ello también

un destino esperable. A ello se suma, tal como expuso mi colega de la instancia de

grado, que presumiblemente quien adquiere un perro con pedigrí y lo inscribe en

las  instituciones  respectivas,  lo  hace  con  un  eventual  fin  de  reproducción  del

animal, aunque, tal como sostienen los accionados, pueda no limitarse únicamente

a esos efectos. Ello en forma alguna excluye que el mismo también sea adquirido

como mascota familiar. 

En este punto, me permito destacar que si bien, como ya mencionara,

los animales son considerados “cosas” para nuestra legislación,  indudablemente
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para la familia que lo adquiere, el perro en este caso, resulta ser mucho más que

ello.  En ese  sentido,  el  lazo afectivo que  se  forja  entre  el  perro  y  sus  dueños

determina  que  un  simple  “cambio”  por  otro  ejemplar  de  la  misma  raza  o  la

devolución del mismo, no resulten las opciones más adecuadas en este caso.  

Retomando el análisis de la cuestión, el eje central a dilucidar radica

en determinar si los demandados tenían conocimiento o no de la imperfección que

presentaba el canino al momento de su entrega a la parte actora. 

Ello así ya que la reparación de daños no procede  si el enajenante no

conoció, ni pudo conocer la existencia de vicios (cfr. art. 1040 CCCN), a la vez

que la responsabilidad por defectos ocultos no comprende los defectos del bien que

no existían al tiempo de la adquisición (cfr. art. 1053 CCCN).

Así queda claro que los defectos por los cuales responde el trasmitente

son  aquellos  que  preexistían  al  tiempo  de  la  adquisición,  ya  que  los  defectos

sobrevinientes los debe soportar su propietario (v.  Jorge H. Alterini en “Código

Civil  y  Comercial  Comentado.  Tratado  Exegético”,  3era  Ed.  actualizada  y

aumentada, T. V, pág. 649). Se consideran “existentes”,  aquellos cuya causa es

anterior o concomitante con la efectivización de la venta. Téngase presente que la

norma habla de ‘tiempo de adquisición’ y no de celebración del contrato, por lo

tanto  el  momento  es  el  de  la  tradición,  no  de  la  contratación,  en  que  debe

verificarse el vicio (v. Gregorini Clusellas, Eduardo L. en “Vicios redhibitorios en

el  derecho de  consumo”,  La  Ley,  2011-D,  1158,  ob.  cit  en  Jorge  H.  Alterini,

“Código Civil y Comercial Comentado. Tratado Exegético”, 3era Ed. actualizada y

aumentada, T. V, pág. 649).

Como  regla,  la  carga  de  la  prueba  de  la  existencia  del  vicio  al

momento de la transmisión le corresponde al adquirente. No obstante, la excepción

se aplica cuando el transmitente actúa profesionalmente, haciendo de su actividad

profesión habitual,  normalmente  con un fin  de  lucro (v.  Spota,  A.  G.  y  Leiva

Fernández, L. F.P. en “Contratos. Instituciones de derecho civil”, La Ley, Buenos

Aires, 2009, T. VII, nº 2211, pág. 982, cit. en Jorge H. Alterini en “Código Civil y

Comercial Comentado. Tratado Exegético”, 3era Ed. actualizada y aumentada, T.

V, pág. 650). 
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Es por ello que resulta dirimente establecer si el perro presentaba la

criptorquidia al momento de ser entregado a sus nuevos dueños. 

Lo  dictaminado  por  el  perito  veterinario  me  convence  de  que

evidentemente el perro presentaba la ausencia de uno de sus testículos a la fecha de

entrega. 

Veamos.

El perro objeto de estos autos, llamado “M.”, nació el día 01/01/2021

(v. “Cambio de titularidad” acompañado a la demanda) y coinciden las partes en

que le fue entregado a la Sra. C. R. el día 14/02/2021.

Respecto  al  momento en el  que  se  manifiesta  el  padecimiento que

presentó M., el perito veterinario explicó que el descenso de los testículos hacia el

escroto resulta ser un proceso que termina a las 6 u 8 semanas de vida del animal.

Dijo también que, si bien el proceso puede extenderse hasta los 6 meses de edad –

ya que es en esa oportunidad que se produce el cierre de los anillos inguinales-,

habitualmente se  diagnostica cuando los testículos  no son palpables  dentro del

escroto, hacia las 8 semanas de edad. Expuso asimismo que entre los días 10 y 14

los testículos ya se sitúan en el escroto, aun existiendo cierta variabilidad en cuanto

al momento en que esto ocurre. En concordancia con esto último, señaló que en

condiciones normales, dentro de los 10 días de vida los testículos se movilizan a

través del canal inguinal y, aproximadamente, entre 10 a 15 días, los testículos

deberían estar en sus respectivos escrotos. Hizo alusión también a que resulta muy

poco probable, no hallándose casos semejantes en la práctica, que el testículo haya

descendido correctamente y luego se haya retraído, hecho que tampoco consta que

haya ocurrido en autos. 

Vemos entonces como, si bien el experto apuntó que la ausencia del

testículo habitualmente se diagnostica a las 8 semanas de vida, también refirió a la

habitualidad de que ello suceda entre los 10 y 15 días de vida del animal e incluso

a las 6 semanas desde su nacimiento. 

Recuerdo  que,  conforme  las  fechas  de  nacimiento  y  entrega

mencionadas, el can fue entregado a sus nuevos dueños a las 6 semanas de vida, es

decir,  oportunidad  en  la  que  el  perito  precisó  que  el  padecimiento  podía  ser
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detectable. No soslayo que si bien la entrega efectiva se realizó el 14/02/2021, las

partes  son  contestes  en  cuanto  a  que  la  formalización  de  la  venta  con  los

respectivos  certificados  se  efectuó  recién  el  08/03/2021,  es  decir,  habiendo

transcurrido con comodidad más de 8 semanas desde el nacimiento de M.. 

A más de ello, si bien partiendo de la base de los tiempos estipulados

por el perito, podría existir un margen de 2 semanas en las que la anomalía se pudo

haber presentado luego de la entrega, en el caso, reviste carácter fundamental que

el  veterinario  Arguelles  de Iriondo fue  contundente al  explicar  que  el  Ovejero

Alemán es una raza con mayor predisposición a sufrir este trastorno y que la causa

principal del mismo es su predisposición genética, por lo que el criptorquidismo es

indudablemente hereditario. 

En  este  estadío,  destaco  que  los  demandados  poseen  un  criadero

registrado (v. contestación de oficio incorporada el 03/03/2023) por lo que bien

puede decirse que la cría y reproducción de perros de esta raza resultaba ser una

actividad habitual para ellos. Entonces, en el entendimiento de que los criadores se

sirven luego de alguna de sus crías para continuar con el ciclo de reproducción,

evidentemente alguna de ellas –antecesores del perro M.- debió presentar la misma

afección que luego le fue transmitida.  

Indudablemente entonces los codemandados debieron haber conocido

la existencia del vicio por el que en esta instancia reclama la parte actora. En ese

contexto, debieron al menos los vendedores, hoy demandados, haber extremado los

recaudos  en  forma  previa  a  la  entrega  del  cachorro.  Por  ejemplo,  esperar  un

período  mayor  de  tiempo  a  fin  de  cerciorarse  si  el  perro  presentaba  o  no  la

patología descripta que indefectiblemente debió padecer alguno de sus antecesores

y, en caso de presentarla –como finalmente ocurrió- comunicárselo a los futuros

dueños.   

La  transmisión  hereditaria  de  la  patología  en  cuestión,  me  lleva  a

concluir que la causa del vicio que presentó el perro M., preexistía al momento de

su adquisición, es decir, que es anterior a la efectivización de la venta, existiendo

un margen variable para su manifestación concreta,  conforme explicó el perito.

Pero en forma alguna se trata de una carencia sobreviniente. 
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Nótese que nada dicen los demandados recurrentes respecto al factor

hereditario de la anomalía al que hizo referencia el experto que dictaminó en autos.

Por lo demás,  recuerdo que la posibilidad de que el  testículo haya

descendido para luego retraerse fue calificada como remota –tal como los mismos

accionados reconocen en sus agravios- y sin evidencias que den a entender que ello

ocurrió en autos. Justamente, al ser ello una posibilidad muy poco frecuente, es que

aumentan las posibilidades de que el padecimiento del can se haya presentado con

anterioridad a la entrega.   

En esas condiciones, corresponde recordar que, conforme lo prescripto

en el art. 1040 del CCCN, aun alegando el desconocimiento o no haber podido

conocer  el  vicio  en  el  animal,  el  enajenante  no  puede  eximirse  de  su

responsabilidad por daños cuando actúa profesionalmente en la actividad a la que

corresponde  la  enajenación,  a  menos  que  el  adquirente  también  se  desempeñe

profesionalmente en esa actividad –cuestión esta última que no acontece en autos-. 

Como ya apuntara, los demandados, al tener a su nombre un criadero

de perros, realizaban este tipo de operaciones en forma habitual. Al respecto, se ha

sostenido  que  el  código no se  refiere  exclusivamente  a  las  profesiones  que  se

ejercen con un título habilitante, sino al profesional que resulta de percibir una

retribución por una actividad habitual  (v.  Jorge H. Alterini  en “Código Civil  y

Comercial Comentado. Tratado Exegético”, 3era Ed. actualizada y aumentada, T.

V, pág. 612). 

Es por ello que,  a mi parecer,  resulta infructuoso el  intento de los

accionados de eximirse de responsabilidad alegando que el perro fue entregado con

toda  la  documentación  y  libreta  sanitaria  correspondiente.  En  forma  alguna  la

entrega  de  los  respectivos  papeles  equivale  a  decir  que  el  perro  no  poseía

imperfección  alguna.  Basta  con  ver  que  la  documentación  acompañada  por  la

actora  -en  concordancia  con  lo  después  informado  por  POA-  no  descarta

concretamente la existencia de alguna patología en el animal.  

En suma, lo expuesto sella la suerte adversa de los agravios de los

emplazados  en  torno  a  la  atribución de  responsabilidad,  por  lo  que  propondré

confirmar lo decidido al respecto en la instancia de grado.
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VII.-  Establecido lo  anterior,  corresponde entonces abocarme a los

agravios sobre las partidas indemnizatorias concedidas.

En forma previa  a  adentrarme en el  tratamiento  pormenorizado de

cada una de ellas, se impone recordar que el art. 265 del Código Procesal exige que

la expresión de agravios contenga la crítica concreta y razonada de las partes del

fallo que el apelante considera equivocadas. Y en este sentido, el contenido de la

impugnación debe consistir en una fundamentación de cada uno de los agravios

que se tengan contra las partes del fallo que se consideren equivocadas. Es decir, se

relaciona con la carga que le incumbe de motivar y fundar su queja, señalando y

demostrando,  punto  por  punto,  los  errores  en  que  se  hubiere  incurrido  en  el

pronunciamiento, o las causas por las cuales se lo considera contrario a derecho

(Gozaíni,  Osvaldo  A.,  Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación.

Comentado  y  Anotado,  La  Ley,  Buenos  Aires,  2006,  t.  II,  p.  101/102;

Kielmanovich,  Jorge  L.,  Código  Procesal  Civil  y  Comercial  de  la  Nación.

Comentado y Anotado, Lexis Nexis, Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 2003, t. I, p.

426).

Los  accionados,  al  inicio  de  su  escrito  de  expresión  de  agravios

manifiestan que se ven agraviados por el “quantum” de la totalidad de los rubros

indemnizatorios por resultar  elevados y carecer de sustento fáctico y legal.  Sin

embargo, luego no se hacen cargo de esta afirmación sino sólo para ciertos rubros

–que serán tratados a continuación- pero no respecto a la totalidad de ellos. 

Resulta evidente a criterio de la suscripta que aquella manifestación de

tipo genérica en forma alguna cumple los requisitos de suficiencia técnica exigidos

por el  art.  265 del  Código Procesal  para constituir  una verdadera expresión de

agravios, por lo que únicamente serán analizados los rubros indemnizatorios sobre

los que los demandados erigieron una crítica  conforme las  pautas establecidas,

debiéndose declarar desierto el recurso respecto a las restantes indemnizaciones y

confirmar lo decidido a su respecto. 

a) Privación de uso. Pérdida de chance.

El Sr. Juez de la instancia de origen otorgó la suma de $400.000 por

estos conceptos, cuestión que generó la queja de todas las partes. 
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La demandante centra sus quejas en la cuantía otorgada, alegando que

existe una diferencia de $100.000 entre lo reclamado y lo otorgado sin que el  a

quo  haya justificado el motivo por el cual no concedió la suma solicitada en su

totalidad. En definitiva, solicita que se otorgue la suma de $500.000 por ambos

rubros.

A su turno, la parte demandada limita su reproche a señalar que el

sentenciante incurrió en una contradicción ya que al aceptar la premisa de que el

perro  fue  adquirido  con  fines  reproductivos,  entonces  no  se  podría  considerar

simplemente  un  bien  de  consumo  personal,  sino  que  formaría  parte  de  una

actividad comercial o reproductiva. Por ende, entiende que la indemnización por

pérdida de chance y privación de uso no puede ser admitida. 

Huelga recordar que ya me he referido a la finalidad de la adquisición

del cachorro por la Sra. C. R.,  de lo que se deriva que la procedencia de esta

indemnización deviene aceptable, contrariamente a lo sostenido por los encartados.

Partiendo de la base que uno de los fines por los que la actora adquirió

el  can eran reproductivos,  la imposibilidad de utilizarlo a tales  efectos deviene

necesariamente en que deba ser indemnizada. A mi criterio, a la hora de establecer

la  procedencia  de  un  partida  por  privación  de  uso,  resulta  determinante  lo

dictaminado  por  el  perito  veterinario  en  cuanto  a  que,  si  bien  el  can  con  un

testículo sigue siendo fértil –aunque en menor medida-, no es aconsejable que los

perros con un trastorno como el que presenta M. se reproduzcan, para de esa forma

evitar la transmisión de la afección a las crías dada la alta heredabilidad que tiene

la patología en cuestión y también en beneficio de la propia salud del animal ya

que los afectados tienen mayor riesgo de desarrollar otras afecciones. 

Por otro lado, se ha dicho que la pérdida de una posibilidad o chance

constituye una zona gris o limítrofe entre lo cierto y lo incierto, lo hipotético y lo

seguro; se trata de una situación en la que media un comportamiento antijurídico

que interfiere en el curso normal de los acontecimientos de forma tal que no se

podrá saber si el afectado habría o no obtenido una ganancia o evitado una pérdida

de no haber mediado ese hecho antijurídico. O sea, para un determinado sujeto

había posibilidades a favor y en contra de obtener o no cierta ventaja, pero un
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hecho de un tercero le  ha  impedido tener  la  oportunidad de participar  en esas

probabilidades. Privar de esa esperanza, de esa posibilidad, conlleva un daño, aun

cuando pueda ser dificultoso estimar la medida de ese daño porque lo frustrado, lo

perdido es la chance y no el beneficio esperado. Coexisten pues (a) un elemento de

certeza  (de  no  mediar  el  evento  dañoso  el  damnificado  habría  mantenido  la

esperanza) y al mismo tiempo, (b) un elemento de incertidumbre, ahora definitiva,

cual es si manteniéndose la situación de hecho que era el presupuesto de la chance,

la ganancia se habría obtenido realmente (Trigo Represas,  F. A. “Pérdida de la

chance  de  curación  y  daño  cierto,  secuela  de  mala  praxis”  LL  1986-C-34,

reproducido en su libro Reparación de daños por mala praxis médica, Hammurabi,

Bs.  As.,  1995,  pag.  237  y  sgts.,  citado  por  Aída  Kemelmajer  de  Carlucci

“Reparación  de  la  chance  de  curación  y  relación  de  causalidad  adecuada”  en

Relación de causalidad en la responsabilidad civil,  Revista de Derecho de Daños,

T. 2003-2  Rubinzal Culzoni, pág. 248; v. esta Sala en “F, P. A. c/ G.A., E. y otros

s/Daños y perjuicios”, expte nº 44891/2008, del 15/03/2023).

En  el  caso  bajo  análisis,  al  haber  la  compradora  contemplado  la

posibilidad de reproducción futura del animal que adquirió, la ausencia de uno de

sus  testículos  disminuye  su  posibilidad  de  reproducción  a  la  vez  que  se

desaconseja la misma, tal como vimos que explicó el experto.  

El perito veterinario designado en autos, informó que las hembras de

raza Ovejero Alemán pueden parir entre 7 y 9 crías, mientras que la cantidad total

de crías que un macho puede tener a lo largo de su vida útil,  dependerá de la

cantidad de montas que realice con retención del servicio. A su vez, señaló que la

cantidad total de crías que pueda tener dependerá también, en gran medida, de las

características de la hembra.  

Por último, en lo que respecta a la queja de la demandante relativa a la

diferencia  no  otorgada  entre  lo  reclamado  y  lo  concedido,  recuerdo  que,

encontrándose acreditada la existencia y características de los daños más no aun su

cuantificación,  corresponde  establecer  si  es  factible  recurrir  a  las  facultades

previstas por el art. 165 del Cód. Proc., el cual en su último párrafo, exige fijar el

Fecha de firma: 11/09/2024
Alta en sistema: 12/09/2024
Firmado por: MARISA SORINI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: JOSE BENITO FAJRE, JUEZ DE CAMARA 



#35891641#426611201#20240911133550832

Poder Judicial de la Nación

CAMARA CIVIL - SALA E

importe  del  capital  aunque  aquél  no  estuviere  acreditado,  si  la  existencia  del

crédito se encontrara legalmente comprobada. 

Así se ha dicho que “corresponde distinguir dos situaciones: una es la

determinada por la acreditación legal del perjuicio; otra es la falta de justificación

de su monto. Pero existen elementos que permiten arribar al monto; por ello es

posible que se lo fije. No es una ausencia total, absoluta de bases que conduzcan a

su determinación. Otra situación está perfilada también por la acreditación legal

del perjuicio y la falta de justificación de su monto,  pero no ofrece apoyos de

ninguna  clase  para  precisar  –aunque  fuera  por  vía  deductiva-  la  suma  que

corresponde. Siempre que se configure la primera situación, procede fijar el monto.

Se  ha  decidido  jurisprudencialmente  que  la  falta  de  prueba  concreta  sobre  la

entidad del  perjuicio no obsta,  por aplicación del  art.  165 del  Cód. Proc.,  a  su

determinación por el tribunal” (CNEspCivyCom, sala I, 30/10/1981).

Evidentemente, la suma reclamada no ata al juzgador, por lo que las

quejas de la reclamante sobre el punto serán desestimadas. 

En definitiva, tomando como parámetro lo determinado por el experto,

estimo que resulta equitativo confirmar la suma fijada en la instancia de grado

comprensiva de la privación de uso y la pérdida de chance (art. 165 del CPCCN).

b) Daño extrapatrimonial (daño moral). 

El Magistrado de grado fijó en $300.000 la suma por esta partida. 

Son los codemandados quienes se agravian de ello. Señalan que el Sr.

Juez se contradijo dado que si considera que el vendedor actuó de buena fe, no

debería reconocerse una compensación por daño moral ya que esa compensación

se suele reservar para situaciones en las que existe mala fe o dolo del vendedor.

Aseguran que se demostró que como vendedores, actuaron con buena fe.

El daño moral ha sido certeramente definido como: “una minoración

en la subjetividad de la persona, derivada de la lesión a un interés no patrimonial.

O,  con  mayor  precisión,  una  modificación  disvaliosa  del  espíritu,  en  el

desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, consecuencia de

una lesión a un interés no patrimonial, que habrá de traducirse en un modo de

estar diferente de aquel al que se hallaba antes del hecho, como consecuencia de

Fecha de firma: 11/09/2024
Alta en sistema: 12/09/2024
Firmado por: MARISA SORINI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: RICARDO LI ROSI, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: JOSE BENITO FAJRE, JUEZ DE CAMARA 



#35891641#426611201#20240911133550832

éste y anímicamente perjudicial” (Pizarro, Ramón D., Daño moral.  Prevención.

Reparación.  Punición.  El  daño  moral  en  las  diversas  ramas  del  derecho,

Hammurabi, Buenos Aires, 2004, p. 31).

En lo que atañe a su prueba, en virtud de lo normado por el art. 377

del Código Procesal, se encuentra en cabeza del pretensor la acreditación de su

existencia y magnitud, aunque, en atención a las características de esta especial

clase de perjuicios, sea muy difícil producir prueba directa en ese sentido, lo que

otorga  gran  valor  a  las  presunciones  (Bustamante  Alsina,  Jorge,  “Equitativa

valuación del daño no mensurable”, LL, 1990-A-655).

Sin perjuicio de ello, es oportuno recordar que, dentro de la órbita de

la  responsabilidad  contractual,  prima  en  doctrina  y  jurisprudencia  un  criterio

restrictivo (conf. Llambías, "Tratado de Derecho Civil", “Obligaciones", t. I, pág.

353; Cazeaux y Trigo Represas, "Derecho de las Obligaciones", 2a. ed:, t. I, pág.

382; Cichero, "La reparación del daño moral en la reforma de 1968", en E.D. 66-

157; Borda, "Tratado de Derecho Civil", “Obligaciones", 7a. ed., t. I, pág. 195, N°

175; Mayo en Belluscio, "Código Civil Comentado, Anotado y Concordado", t. 2,

pág. 733, N° 4; Sala "F" en LA LEY, 1978-B, 521; id., en E.D. 88-628).

Así, explica Zavala de González que acreditada la existencia del daño

moral derivado del incumplimiento contractual, y siempre que medie petición de

parte, el juez deberá ordenar su reparación, puesto que se impone resarcir el daño

efectivo si  concurren los presupuestos  pertinentes,  tanto nos hallemos ante  una

obligación nacida de una responsabilidad contractual, como ante una de naturaleza

extracontractual (cfr. Zavala de González, Matilde y sus citas; en Bueres, A. J.

[dir.]; Highton, Elena I. [coord.]; Código Civil y normas complementarias, t. 2A, p.

233, Buenos Aires, Hammurabi, 2003).

Como es sabido, cuando se ha demandado por perjuicios materiales

causados por la inejecución de un contrato, no cabría sin más presumir que la sola

realización del hecho habría acarreado la lesión de los sentimientos. Sin embargo,

en casos como los descriptos, este resarcimiento se encuentra condicionado por la

presencia de aquellos elementos de convicción que hubieran permitido colegir la

afectación  de  otros  intereses  morales  que  no  fueran  meras  preocupaciones  o
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molestias que de ordinario provocan los acontecimientos generadores de perjuicios

(conf. CNCiv., Sala “A”, exptes. nº 90.096 del 5/7/91, nº 109.402 del 20/8/92; n°

469.994 del 7/3/07, n° 95744/2013 del 9/2/17; esta Sala en “L, D. I. c/D y E, G. J.

s/Ds y ps”, expte n° 44159/2017 del 02/11/2022).  

Por consiguiente, aunque por lo general, la inejecución de un contrato

no produce secuelas personales, se tornaría admisible el resarcimiento del daño

moral, cuando no se trata ya de meras perturbaciones, sino de molestias intensas

que alteran la vida íntima y cotidiana del reclamante.

Asimismo,  ateniéndome  a  lo  que  prescribe  nuestro  ordenamiento,

resulta preciso señalar que en el caso de autos se corroboraron esencialmente daños

de orden material.  De ahí que,  el  simple detrimento en los bienes materiales e

inclusive el cercenamiento de las prerrogativas del propietario en su utilización, no

constituye daño moral.

Esta institución fue introducida en la ley a fin de resarcir o reparar la

lesión a los sentimientos, afecciones legítimas de una persona cuando se perturbe

su vida, su tranquilidad, su libertad, su salud u otros valores extrapatrimoniales. En

el caso en cuestión, no aparece dolor humano apreciable en estos aspectos, que

deba ser compensado pues nada se ha perdido en el patrimonio moral del actor,

siendo insuficiente  a estos efectos los desagrados o molestias  que pueda haber

sufrido el  damnificado (CNCiv.,  Sala F,  "Michanie,  A. c/Robles Chena,  Lucila

s/Daños y perjuicios", del 13/10/98).

No desconozco que el caso de autos reviste ciertas particularidades, tal

como ya he mencionado, en el sentido que el perro que resulta ser la mascota de

una  familia,  para  ese  núcleo  familiar  no  resulta  equiparable  en  los  hechos  a

cualquier  otro  bien  material,  aun  cuando  la  legislación  así  los  considere

actualmente. 

Sin embargo, a mi modo de ver, la anomalía que el can presenta no

genera una alteración en la relación afectiva y en la cotidianeidad que existe entre

éste y la familia, siendo justamente este lazo afectivo un rasgo que claramente lo

distingue de cualquier otro bien material.  
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En  definitiva,  ocurre  que  la  demandante  no  logró  acreditar

fehacientemente el daño reclamado, es decir, la eventual extensión de un agravio

espiritual con la entidad suficiente como para tornarlo resarcible, máxime cuando

impera  un  criterio  restrictivo  en  la  materia,  subsistiendo  únicamente  meros

desagrados o molestias que no son objeto de reparación. 

Por lo expuesto, en la medida en que no puede considerarse que una

limitación en la anatomía del perro –que, por cierto, existe desde su nacimiento

según se acreditó- pueda afectar los sentimientos de la actora hacia él, propongo

hacer lugar a las quejas de los accionados y desestimar el presente rubro. 

VIII.-  El Sr. Juez de primera instancia estableció en el considerando

V de la sentencia que los intereses deberán liquidarse desde la notificación del

traslado de la demanda (11/11/2022) hasta su efectivo pago, a la tasa activa cartera

general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación

Argentina.

La demandante entiende que los réditos deben comenzar a computarse

a  partir  de  que  se  originó  el  perjuicio,  hecho  que  entiende  ocurrido  desde  la

adquisición del can, lo que así solicita. 

En  sentido  opuesto,  los  accionados  entienden  que  no  corresponde

aplicar  intereses  desde  una  fecha  anterior  a  la  sentencia  ya  que  ello  resulta

desproporcionado e injusto. Propician se ajusten los intereses de acuerdo al período

que corresponda posterior a la sentencia definitiva. 

En primer término, advierto que ninguna de las partes controvierte la

tasa a aplicar  sino que dirigen sus quejas al  momento al  partir  del  cual  deben

computarse esos intereses. 

En cuanto al punto de partida de los intereses, conviene destacar que,

tanto en materia contractual como extracontractual,  la reparación se debe desde

que se sufre cada perjuicio y es desde ese mismo momento que corren los intereses

(Zavala de González,  Resarcimiento de daños, cit., t. 4, p. 563); es claro que la

obligación de reparar –ya tenga su origen en un hecho ilícito o en la inejecución de

una  obligación–  no  está  sujeta  a  plazo  alguno,  sino  que  es  exigible  desde  el

momento mismo en que se causa cada perjuicio. Siendo esto así, es evidente que
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no resulta posible requerir una interpelación, pues ese instituto está previsto por la

ley únicamente para ciertos supuestos excepcionales de obligaciones a plazo (como

el plazo tácito; arg. art. 509, ya citado) y no puede extenderse a situaciones en

donde el cumplimiento de la obligación no se halla diferido a ningún momento

futuro.  (CNCiv.  Sala  A,  20/9/2021,  L.  E.  I.  c/  M.  D.  M.  y  otros  s/  Daños  y

perjuicios. L. n.° 55.634).

Por  lo  que  llevo  dicho,  propicio  desestimar  los  agravios  de  los

codemandados, hacer lugar a los de la actora y, en consecuencia, disponer que los

intereses deben empezar a computarse a partir del día 14 de febrero de 2021, toda

vez que fue la fecha en la que los demandados entregaron el cachorro con el vicio

en cuestión a la actora. En definitiva, fue en aquella oportunidad que se produjo el

perjuicio por el que prospera el reclamo de autos.

IX.-  En el  punto “H” de su expresión de agravios,  los  accionados

dicen agraviarse de la imposición de costas a su parte ya que la demanda debe ser

rechazada y las costas deben imponerse a la actora. 

Remitiendo a lo ya dicho en torno a los requisitos exigidos por el art.

265 del Código Procesal, es indudable que lo expuesto por los recurrentes lejos se

encuentra de cumplir con aquella carga, más bien parece ser que se refieren a una

consecuencia  lógica respecto a la adecuación de las costas para el caso que se

hiciera lugar a sus agravios, cuestión que no aconteció en autos.  

Por  ende,  los  pretensos  agravios  sobre  el  punto  no  habrán  de

prosperar.  

En  cuanto  a  las  costas  de  Alzada,  en  los  términos  del  art.  68  del

Código Procesal, juzgo que deberían ser soportadas por los codemandados, atento

al principio objetivo de la derrota.

X.- En  síntesis,  para  el  caso  de  que  mi  voto  fuere  compartido,

propongo al acuerdo: 1) desestimar el rubro daño moral; 2) modificar lo decidido

respecto  a  la  fecha  de  inicio  del  cómputo  de  los  intereses  y  disponer  que  los

mismos  comenzarán  a  computarse  a  partir  del  día  14  de  febrero  de  2021;  3)

confirmar  el  resto  de  la  sentencia  apelada  en  todo  lo  que  ha  sido  objeto  de
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apelación y agravios; 4) imponer las costas de alzada a cargo de los codemandados

(art. 68 del Código Procesal). Así lo voto. 

A LA CUESTIÓN PROPUESTA, EL DR. LI ROSI DIJO: 

Razones de carácter análogo llevan al suscripto a adherir a la justa

solución del conflicto propuesta por la Sra. Juez preopinante.

A LA CUESTIÓN PROPUESTA, EL DR. FAJRE DIJO: 

Por razones análogas a las expresadas por la Dra. Sorini, voto en el

mismo sentido.

Buenos Aires, de septiembre de 2024.-

Y VISTOS: Por lo que resulta de la votación que instruye el

acuerdo que antecede, se resuelve: 1) desestimar el rubro daño moral; 2) modificar

lo decidido respecto a la fecha de inicio del cómputo de los intereses y disponer

que los mismos comenzarán a computarse a partir del día 14 de febrero de 2021; 3)

confirmar  el  resto  de  la  sentencia  apelada  en  todo  lo  que  ha  sido  objeto  de

apelación y agravios; 4) imponer las costas de alzada a cargo de los codemandados

(art. 68 del Código Procesal).

Diferir  la  adecuación  de  los  honorarios  de  los  profesionales

intervinientes y la fijación de los correspondientes a esta instancia, hasta tanto obre

liquidación  definitiva  aprobada  (art.  279  del  Código  Procesal).  Regístrese,

protocolícese  y  notifíquese.  Oportunamente,  publíquese  (conf.  C.S.J.N.

Acordada 24/2013). Fecho, devuélvase.-
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